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PROPUESTA DE PROPOSICIÓN NO DE LEY  
SOBRE PACTO DE ESTADO POR LA INFANCIA 

 
A la Mesa del Congreso de los Diputados 
Al amparo de lo establecido en el Reglamento del Congreso de los Diputados, los Grupos 
Parlamentarios abajo firmantes, presentamos conjuntamente la siguiente Proposición No 
de Ley, en apoyo a un Pacto de Estado por la Infancia, para su debate en Pleno. 
 
Exposición de motivos 
 
La ratificación por parte de España de la Convención sobre los Derechos del Niño en 1990 
implicó un avance sin precedentes en la protección de los derechos de la infancia en 
nuestro país. Desde ese día hasta la actualidad, se ha ido desarrollando legislación cada 
vez más garantista sobre los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
 
Sin embargo, a pesar de estos avances continuos en la legislación, estas reformas han 
sido insuficientes para garantizar una realización efectiva de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes a través de las políticas públicas. España no ha establecido un 
sistema de protección social universal suficientemente eficaz para proteger 
adecuadamente a los niños y niñas. El sistema actual deja a los padres y madres sin 
apoyos a la crianza para asegurar el bienestar mínimo de sus hijos, cuando se enfrentan a 
dificultades económicas y laborales. Esto se ha hecho más evidente tras los años de la 
crisis, que ha puesto de manifiesto la delicada situación económica de las familias con 
hijos, cuyos ingresos, producto del desempleo y de la precariedad laboral, han disminuido 
fuertemente, empujando al alza las tasas de pobreza infantil, hasta dejar al 31,3% de 
niños, niñas y adolescentes en riesgo de pobreza o exclusión social, una de las tasas más 
altas de la Unión Europea.  
 
La ausencia de sistemas de protección social universal a la infancia y a la familia 
constituye una diferencia notable en el marco comparado con los países de nuestro 
entorno, que cuentan con un sistema de protección para niños y niñas, que apoya a las 
familias para la crianza, y que ha traído como resultado menores tasas de pobreza en 
niños y niñas, y un aumento en las tasas de natalidad. En este sentido observamos que 
aquellos países de la UE que mantienen mayores niveles de inversión pública en políticas 
de infancia reducen más eficazmente las tasas de pobreza infantil.  
 
Sin embargo, esta no ha sido la realidad de España, que es el sexto país de la UE que 
menos porcentaje de su PIB dedica a protección social de las familias y la infancia, algo 
más de la mitad de la media europea (1,3% frente al 2,4% de media). Esta falta de 
inversión se traduce en una realidad especialmente difícil para los niños, niñas y 
adolescentes, donde la incapacidad de reducir la pobreza es notable ante limitado e 
insuficiente efecto reductor de las transferencias sociales (8,5 puntos porcentuales por 
debajo de la media de la UE). En el Estado español medidas como la prestación por hijo a 
cargo, que tienen un impacto directo en el bienestar de la infancia, es de limitada cuantía y 
baja cobertura e inapreciable eficacia. En este sentido, la Unión Europea han trasladado 
reiteradamente la necesidad de mejorar la capacidad para reducir la pobreza infantil y las 
desigualdades en España.  El impulso de estas medidas no sólo va a reducir las tasas 
actuales de pobreza en niños y niñas, sino que también van a prevenir riesgos sociales 
futuros. Una prestación por hijo a cargo no sólo tiene consecuencias para el presente, sino 
también para el futuro, y no sólo para los hogares con hijos, sino para toda la sociedad. 
 
El sistema educativo en España no logra compensar las desigualdades de origen, de 
forma que el nivel socioeconómico condiciona la trayectoria y el éxito educativo de niños, 
niñas y adolescentes, perpetuando la pobreza y la desigualdad. El abandono educativo 
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temprano ha caído para todos los niveles de renta entre 2008 y 2015 salvo para el 20% 
más pobre, en el que el 43% de niños y niñas abandona sus estudios.  
 
Las desigualdades de partida son en gran medida responsables de las altas tasas de 
fracaso escolar y del abandono escolar temprano o del alto nivel de desempleo juvenil, 
problemas estructurales de nuestro mercado de trabajo que ponen en riesgo la 
sostenibilidad de nuestro sistema. 
 
Esta situación ha sido recientemente motivo de especial preocupación del Comité de los 
Derechos del Niño, que a través de sus Observaciones Finales ha reiterado al Estado 
español la necesidad de mejorar significativamente los niveles de inversión pública en 
políticas de protección para la infancia  que compensen las desigualdades económicas 
que afectan a los niños y niñas españoles. Por ello el Comité recomienda al Estado que 
defina partidas presupuestarias dedicadas a los niños y niñas desfavorecidos que puedan 
requerir medidas sociales afirmativas, y que vele porque esas partidas presupuestarias 
estén protegidas incluso en situaciones de crisis económica. El Comité traslada las 
dificultades existentes en la educación para los niños más vulnerables, a través de costes 
indirectos y ausencia de ayudas suficientes. Más allá de lo relativo a la inversión y la 
educación, el Comité de los Derechos del Niño también muestra su preocupación por 
cómo el Estado garantiza los derechos de niños, niñas y adolescentes en el sistema de 
protección. 
 
Como sociedad debemos buscar el consenso social y político que nos permita asegurar 
hoy los máximos niveles de protección y bienestar a las niñas, niños y adolescentes,  que 
a la vez garantizarán el futuro y  la sostenibilidad de nuestro modelo de bienestar. Este 
consenso articulado en un Pacto por la Infancia orientado a mejorar los niveles de 
inversión, debe aspirar a contar con el apoyo y el espíritu que impulsó el conocido como el 
Pacto de Toledo, que permita alcanzar el diálogo y el acuerdo eficaz que asegure la 
cohesión social de España. Un compromiso político y social con los derechos humanos 
que debe tener implicaciones en el modelo de país que queremos, y que afecta a la 
sostenibilidad de nuestro modelo. Un Pacto que debe ser un compromiso de Estado y un 
cambio de paradigma, tal y como supuso el Pacto de Toledo para la protección de las 
personas mayores. 
 
Por todo lo expuesto se presenta la siguiente 
 
Proposición no de Ley 
 
“El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a que coordine la elaboración de un Pacto 
de Estado por la Infancia que impulse un sistema de protección suficiente para garantizar 
el ejercicio de los derechos de todos los niños y niñas. Este Pacto deberá recoger y 
desarrollar las demandas de las organizaciones de la sociedad civil, la participación de 
niños, niñas y adolescentes y las recomendaciones de organismos internacionales. El 
Pacto de Estado debe suponer un compromiso real y medible hacia la protección a la 
infancia, estableciendo compromisos de inversión presupuestaria específicos.  
 
 
Para ello: 
 
En materia de inversión: 
 

● Se deberá garantizar la identificación de las partidas destinadas a la infancia en los 

presupuestos públicos, con la inclusión de indicadores específicos así como de un 

sistema de seguimiento que permita supervisar y evaluar la adecuación, eficacia y 

equidad de la distribución de los recursos asignados. 
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● Se asumirá un compromiso de incremento progresivo de la inversión en infancia 

hasta alcanzar la media europea. En concreto debería asumirse una 

implementación progresiva hasta 2022 de una nueva medida de ámbito nacional 

de protección social y económica de los hogares con niños, consistente en 

establecer una prestación económica directa de 1.200 euros anuales por cada niño 

o niña (menores de 18 años) condicionada a un límite de ingresos basado en los 

umbrales oficiales de pobreza.  

Esta medida se haría a través de la actual prestación no contributiva por hijo a 
cargo de la Seguridad Social y su importe será actualizado regularmente. 

 
● Esta prestación será compatible con la actual prestación por hijo menor de edad 

por causa de discapacidad mayor del 33% y otras ayudas sociales y educativas 

dirigidas específicamente a los niños y niñas. La política beneficiaría a unos 

2.485.000 niños y niñas y reduciría las tasas de riesgo de pobreza infantil en un 

18% y las de pobreza infantil severa en un 30%, teniendo un impacto considerable 

también en las cifras de pobreza de los adultos. 

 
En materia educativa:  
 

● El Pacto de Estado debe suponer un aumento progresivo de la oferta de plazas 

públicas de educación infantil de primer ciclo, con el objetivo de que España 

alcance en 2022 la media europea de cobertura pública en esa etapa y aumente la 

escolarización entre las familias más vulnerables. Para ello se establecerá una 

cooperación entre el Estado y las comunidades autónomas para financiar 

conjuntamente la creación de 70.000 plazas públicas en escuelas infantiles que 

deberán ser gratuitas para las familias con menos recursos. De esta manera la 

tasa de escolarización en educación infantil se situaría en el 40,26%.  

 

● Se ampliará la inversión en becas y ayudas al estudio para alcanzar la media 

europea del 0,44 % PIB en 2022, especialmente en las etapas obligatorias y 

postobligatorias no universitarias. Se revisar los criterios de concesión para que el 

alumnado por debajo del umbral de la pobreza tenga derecho a las máximas 

cuantías y están sean suficientes para cubrir los costes educativos. 

 
 
En materia de protección: 
 

● El Pacto de Estado deberá contemplar destinar recursos a fortalecer la protección 

de la infancia y la adolescencia en nuestro país para garantizar la correcta 

implementación de los cambios que introdujo la Ley 26/2015 del 28 de julio.  

 
Este compromiso de Pacto de Estado por la Infancia deberá establecer mecanismos de 
seguimiento y rendición de cuentas para garantizar que los compromisos asumidos se 
ejecutan adecuadamente, así como se estudiarán y tomarán en consideración la opinión 
del Consejo Territorial de Servicios Sociales y las Comunidades Autónomas en aquellas 
medidas incluidas en esta Proposición No de Ley que afecte a competencias de las 
Comunidades Autónomas. 
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